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derecho, pero el Estado subrogado no posee más ni
menos que aquello que le ha sido otorgado.
88. La doctrina clásica ha conducido a absurdos fla-
grantes, tales como la afirmación hecha por una comi-
sión de reclamaciones de que el Estado no comete un
acto delictivo internacional al lesionar a un individuo
que carece de nacionalidad. Sin embargo, la mayor
parte de los juristas reconocen que un Estado comete
un delito internacional si trata a un extranjero injusta-
mente, con independencia de su nacionalidad o de su
falta de nacionalidad. Resulta indispensable, por ejem-
plo, que se impida a un apatrida el acceso a los tribu-
nales o que se le prive de su libertad personal en casos
distintos de los previstos por la ley.

89. Lo que ocurre en la realidad es que, como conse-
cuencia de la imperfección del derecho internacional,
el apatrida no dispone de una vía eficaz para el ejercicio
de sus derechos. Su situación es la misma que la de
un extranjero cuyo país no quisiera protegerle.

90. Un análisis objetivo de las normas relativas a las
reclamaciones internacionales demuestra que el indi-
viduo lesionado es la auténtica parte interesada. Por
ejemplo, es del daño real sufrido por el extranjero, y
nunca el perjuicio que el Estado experimenta, lo que
constituye la base para la evaluación déla indemnización.

91. Para terminar, el orador manifiesta que la posi-
ción latinoamericana puede resumirse en los tres prin-
cipios siguientes : primero, debe existir igualdad de
trato entre nacionales y extranjeros ; segundo, es nece-
sario abandonar la caduca doctrina de que todo per-
juicio a los intereses del individuo, en violación de
una norma internacional, implica necesariamente una
violación de los derechos de los Estados ; tercero, es
necesaria una mejor y más precisa determinación de los
casos en que procede la reclamación, con el fin de evitar
las intromisiones indebidas bajo apariencia de acción
de responsabilidad. En ese sentido es necesario recordar
que han hecho más daño a la institución los que la han
ejercitado abusivamente que todas las teorías negadoras
de la misma.

92. El PRESIDENTE agradece al observador desi-
gnado por el Comité Jurídico Interamericano su magní-
fico resumen de las actividades del Comité. Le asegura
que la Comisión de Derecho Internacional obtiene
grandes beneficios de su cooperación con el Comité y
tiene la firme esperanza de que esa colaboración con-
tinúe en el futuro ; le pide que exprese al Comité la
gratitud de la Comisión por su continua colaboración
y por haber enviado un observador al presente período
de sesiones.

93. El Sr. GOBBI, observador designado por el Comité
Jurídico Interamericano, agradece al Presidente sus
amables palabras y le asegura que transmitirá su men-
saje al Comité Jurídico Interamericano.

94. El PRESIDENTE manifiesta que dentro del
tema 4 queda por tratar el informe que él, como obser-
vador designado por la Comisión, ha presentado sobre
el quinto período de sesiones del Comité Consultivo
Jurídico Asiático-Africano (A/CN.4/146). Ha quedado
muy impresionado por el alto nivel de la labor realizada

durante ese período de sesiones y se congratula al
observar que la Comisión ha decidido continuar su
colaboración con el Comité Consultivo mediante el
envío de un observador al próximo período de sesiones
del Comité. Si no se formula ninguna observación,
estimará que la Comisión ha accedido a tomar nota
de su informe.

Así queda acordado.

Se levanta la sesión a las 17.40 horas.

657." SESIÓN

Martes 5 de junio de 1962, a las 10 horas

Presidente : Sr. Radhabinod PAL

Derecho de los tratados
(A/CN.4/144 y Add.l) (continuación)

[Tema 1 del programa]

ARTÍCULO 20 (MODO Y FECHA DE LA ENTRADA EN VIGOR)
(reanudación del debate de la sesión anterior)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a que
reanude el debate sobre el artículo 20.

2. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que en la Comisión se ha manifestado el deseo general
de simplificar el texto del artículo 20. Además, se ha
decidido de común acuerdo eliminar la distinción entre
tratados plurilaterales y multilaterales como se ha hecho
en otros artículos. Queda el problema del sistema que
siguen en materia de tratados las organizaciones regio-
nales ; sugiere que se pida al Comité de Redacción
que busque la forma de atacar ese problema.

3. Lo más probable es que el Comité de Redacción
traslade las disposiciones del párrafo 6 del artículo 20
y las del párrafo 2 del artículo 21 al artículo 19 bis,
que reunirá todo lo relativo a los derechos y obliga-
ciones de los Estados antes de la entrada en vigor del
tratado.

4 El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA dice que le
satisface plenamente la sugestión del Relator Especial
de que el Comité de Redacción formule disposiciones
relativas al caso de los tratados regionales.

5. El PRESIDENTE dice que, si no hay nada que
objetar, entenderá que la Comisión decide remitir el
artículo 20 al Comité de Redacción con las instrucciones
sugeridas por el Relator Especial, y comenzar el examen
del artículo 21.

Asi queda acordado.
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ARTÍCULO 21 (EFECTOS JURÍDICOS DE LA ENTRADA EN
VIGOR)

6. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que el único problema que se plantea en relación con
el artículo 21 es el de decidir si es necesario o no con-
servar las disposiciones del apartado c) de su párrafo 1.
Quizá se pudiera pedir al Comité de Redacción que
examinase la conveniencia de trasladar esas disposi-
ciones al artículo sobre ratificación.

7. El Sr. CASTREN dice que desea proponer las
siguientes modificaciones de forma :

8. Primero, que se suprima por innecesario el apar-
tado a) del párrafo 1 y por tanto también las palabras
« en consecuencia » que figuran en la primera línea del
apartado b) del párrafo 1.

9. Segundo, que se suprima en el texto inglés del
apartado a) del párrafo 2 la palabra « full » ; no puede
decirse que entre en « full force » un tratado que entra
en vigor provisionalmente.

10. Tercero, que en el texto inglés se sustituyan las
palabras « until the treaty enters into full force », que
figuran en la última línea del apartado a) del mismo
párrafo 2, por « until the treaty enters into final force »
(definitivamente).
11. No está claro el sentido del vocablo « excesiva-
mente » que figura en el apartado b) del párrafo 2, pero
es posible que no se pueda expresar lo mismo en térmi-
nos más concretos.

12. El Sr. BRIGGS sugiere que se revise el apar-
tado b) del párrafo 1 indicando que el tratado « tendrá
efectividad » y no que los derechos u obligaciones
« tendrán efectividad », y que en el texto inglés se susti-
tuyan las palabras « come into operation » por « become
effective ». Una vez modificada, la parte final del apar-
tado diría que el tratado tendrá efectividad o entrará en
vigor aun cuando en él se establezca que algunos
derechos y obligaciones nacerán sólo a partir de una
fecha futura.
13. El texto modificado permitiría distinguir clara-
mente entre la fecha en que el tratado como tal tiene
efectividad y el momento en que sus disposiciones surten
efecto. Como dice el magistrado Manley O. Hudson
« la fecha de entrada en vigor de un instrumento no es
necesariamente la misma en que sus disposiciones sus-
tantivas son aplicables : esta última dependerá de las
condiciones en que se haya asumido la obligación » x.
Un buen ejemplo a este respecto lo constituye la Con-
vención de Ginebra de 1929 sobre el trato a los prisio-
neros de guerra 2, que tuvo efectividad el 19 de julio
de 1937, fecha de su entrada en vigor, pero cuyas
disposiciones surtieron efectos cuando se rompieron las
hostilidades.

14. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA dice que abriga
dudas sobre la conveniencia de incluir la regla de lege
ferenda propuesta en el apartado b) del párrafo 2, cuyos

1 International Legislation, Vol. I, Washington, 1931, Intro-
ducción, página 54 a LV.

2 League of Nations Treaty Series, Vol. 118.

efectos podrían alterar ciertas relaciones convencionales
ya establecidas. Además, esa disposición parece más
pertinente en relación con la extinción de los tratados
que con los efectos jurídicos de su entrada en vigor.

15. El Sr. TUNKIN también duda de la conveniencia
de incluir la regla enunciada en el apartado b) del
párrafo 2. En efecto, cabría interpretarla en el sentido
de que, a pesar de las disposiciones del tratado mismo,
un Estado puede poner fin a su aplicación provisional
basándose en que, a su juicio, se ha diferido excesiva-
mente la entrada en vigor definitiva.

16. Además, el caso que se regula es puramente hipo-
tético. En la práctica, cuando un tratado indica su
entrada en vigor provisional, lo corriente es que indique
también un plazo determinado.

17. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que no tiene inconveniente alguno en suprimir las
disposiciones del apartado b) del artículo 2, que pro-
puso únicamente a modo de ensayo. Cuando dos
Estados deciden de común acuerdo que un tratado
entre en vigor provisionalmente, lo probable es que
exista entre ellos una relación tan estrecha que no se
plantee dificultad alguna. De hecho ocurre a veces que
un tratado sigue en vigor provisionalmente hasta su
extinción y se utilisa como recurso la entrada en vigor
provisional únicamente porque no se confía en obtener
la aprobación parlamentaria para ratificarlo en el edbido
tiempo. En esos casos, el tratado no entrará nunca
en vigor definitivamente porque la finalidad del tratado
se logra sin que la entrada en vigor pierda su carácter
« provisional ».

18. El PRESIDENTE dice que si no hay objeción
entiende que la Comisión decide suprimir el apartado b)
del párrafo 2 y remitir el resto del artículo 21 al Comité
de Redacción con las observaciones formuladas en el
curso del debate ; y podrá pasar entonces al examen
del artículo 22.

Así queda acordado.

ARTÍCULO 22 (EL REGISTRO Y LA PUBLICACIÓN DE LOS
TRATADOS)

19. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice, refiriéndose al artículo 22 que a la Comisión se
le ofrece la alternativa de enunciar las normas vigentes
en las Naciones Unidas sobre registro y publicación de
tratados, o limitar el artículo 22 a una simple referencia
al artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas y a
los reglamentos vigentes actualmente a ese respecto.

20. En su proyecto de artículo 22 se ha limitado
esencialmente a reproducir el reglamento de la Asam-
blea General sobre registro y publicación de tratados
que figura en la Resolución 97 (I) de la Asamblea
General, del 14 de diciembre de 1946, enmendada por
la resolución 482 (V) del 12 de diciembre de 1950. Sin
embargo, se plantea un problema jurídico en el caso de
los nuevos miembros de las Naciones Unidas : en
efecto, ¿ están obligados esos nuevos miembros a
cumplir las disposiciones del artículo 102 de la Carta
respecto a los tratados en que participaban después de
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la entrada en vigor de la Carta y antes de ser miembros
de las Naciones Unidas ? Esto es lo que parece esti-
pular el reglamento de la Asamblea General.

21. El Sr. TUNKIN dice que duda de la conveniencia
de conservar el párrafo 1 del artículo 22, porque plantea
problemas que quedan fuera del alcance del proyecto
de artículos. Sugiere que se pida al Comité de Redac-
ción que sustituya las disposiciones del párrafo 1 por
una referencia a las disposiciones pertinentes de la
Carta. De ese modo, podrían combinarse los párrafos 1
y 2 aproximadamente de la siguiente forma :

« No se hará el registro de un tratado según lo
dispuesto en el artículo 102 de la Carta de las Naciones
Unidas hasta que el tratado haya entrado en vigor
entre dos o más de las partes en él. »

22. El Sr. de LUNA felicita al Relator Especial por
no haber adoptado la regla que en un tiempo propuso
Sir Hersch Lauterpacht3, puesto que haría nulos los
tratados concertados por los Miembros de las Naciones
Unidas cuando no hubieran sido debidamente regis-
trados en la Secretaría de la Organización en los seis
meses siguientes a la fecha de su entrada en vigor. Sería
muy perjudicial incluso hacer un tratado anulable
cuando sus disposiciones hubieran entrado ya en vigor.

23. Desde el punto de vista de la forma, cree que los
apartados del párrafo 4 del artículo 22 son redundantes
teniendo en cuenta las disposiciones de los párrafos
precedentes.

24. El Sr. CASTREN dice que no es conveniente
imponer a los Estados que no son miembros de las
Naciones Unidas-la obligación de registrar en la Secre-
taría de la Organización todos los tratados en que
participen a partir del 24 de octubre de 1945.
25. No comprende el objeto de las disposiciones del
inciso ii) del apartado b) del párrafo 3 del artículo 22.
Si un tratado ha sido ya registrado en un organismo
especializado, ¿ puede ser registrado de nuevo por el
organismo ?
26. El apartado c) del párrafo 3 no especifica dónde
se ha de efectuar el registro. Es probable que haya de
hacerse en la Secretaría de las Naciones Unidas o de
un organismo especializado, pero sería preferible indi-
carlo expresamente.

27. El Sr. ROSENNE cree que convendría reunir las
disposiciones de los artículos 22 y 23 en un solo artículo
corto que hará referencia al artículo 102 de la Carta
de las Naciones Unidas y a los reglamentos que le dan
efectividad.
28. Sugiere que se traslade al comentario la parte
sustantiva de los artículos 22 y 23 que se refiere al
registro. Las disposiciones relativas a publicación com-
prenden instrucciones destinadas sobre todo a la Secre-
taría de las Naciones Unidas, que no interesan directa-
mente a los Estados.
29. Conviene asimismo desde el punto de vista jurídico
incluir en el comentario un párrafo muy breve en el

3 Yearbook of the International Law Commission, 1953,
Vol. II (publicación de las Naciones Unidas, N.° de venta :
59.V.4, vol.II), pág. 162, párr. 5.

que se haga una reserva relativa a las situaciones produ-
cidas como consecuencia del artículo 18 del Pacto de
la Sociedad de las Naciones en materia de registro de
tratados. Muchos de los tratados registrados en la
Sociedad de las Naciones están todavía en vigor.

30. El Sr. BARTOS dice que se debería incorporar
al artículo la mayor parte de las disposiciones del regla-
mento de la Asamblea General para el registro y la
publicación de tratados. Conviene que sus disposiciones
figuren en la futura convención sobre el derecho de los
tratados porque ha habido algunas controversias res-
pecto a los efectos jurídicos de ese Reglamento, cuyas
disposiciones se han calificado a veces de simples reco-
mendaciones y a veces de instrucciones dadas a la Secre-
taría. En su opinión, ese reglamento es parte del derecho
interno de las Naciones Unidas. Teniendo en cuenta que
las controversias se han producido tanto en la doctrina
jurídica como en la práctica de los Estados, es muy con-
veniente incluir las disposiciones indicadas, para hacerlas
obligatorias a los Estados que quedarán obligados por
la futura convención sobre el derecho de los tratados.

31. Desea señalar a la atención de sus colegas otro
problema jurídico relativo a los efectos del registro.
Puede decirse que el registro de un tratado tiene, res-
pecto a los Estados que no son parte en él un efecto
similar al que tienen en derecho interno los avisos que
se publican en la gaceta oficial. Naturalmente, las dis-
posiciones sustantivas del tratado surtirán únicamente
efectos entre las partes en él y no erga omnes ; ahora
bien, el registro y la publicación de un tratado por la
Secretaría de las Naciones Unidas da a conocer su
existencia a todos los Estados, lo que permite a los
terceros Estados sacar las consecuencias pertinentes. De
ese modo, una vez que se ha registrado y publicado un
tratado, se puede invocar su existencia no sólo ante los
órganos de las Naciones Unidas sino también en su
opinión frente a terceros Estados.

32. El Sr. LACHS señala que como se indica en el
párrafo 6 del artículo 22, las disposiciones de la Carta
en materia de registro de tratados tienen carácter de
lex imperfecta.

33. En derecho internacional, el principio general exis-
tente en la materia es que la obligación de registrar un
tratado existe en dos casos : primero, cuando el tratado
mismo la imponga a las partes ; segundo, cuando una
de las partes la haya asumido en virtud de un instru-
mento que hubiere suscrito independientemente de lo
que disponga el tratado, por ejemplo, cuando esa parte
sea Miembro de las Naciones Unidas y la obligación
le incumba en virtud de lo dispuesto en la Carta.

34. Deben ser abreviados los artículos 22 y 23. El
artículo 22 enunciaría la norma existente de derecho
internacional según él lo ha expuesto.

35. No es partidario de que se incorporen al artículo 22
las disposiciones del reglamento de la Asamblea General
porque ello exigiría la interpretación de dicho regla-
mento.

36. Sir Humphrey WALD0CK, Relator Especial,
está de acuerdo con el Sr. BartoS en que el reglamento
de la Asamblea General constituye el derecho interno
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de las Naciones Unidas. De acuerdo con la Carta de las
Naciones Unidas, el Secretario General tiene compe-
tencia para registrar tratados, y el reglamento de la
Asamblea General está compuesto de instrucciones que
se dan al Seceretario General de conformidad con las
disposiciones pertinentes de la Carta.
37. Corresponde a la Comisión decidir si se han de
incluir en el artículo 22 las disposiciones del reglamento
o si se hará únicamente referencia a ellas.
38. Otra cuestión de fondo que tiene que decidir la
Comisión es si la aplicación de las disposiciones del
artículo 102 de la Carta se ha de extender a los Estados
que no sean miembros de las Naciones Unidas pero que
participen en la futura convención sobre el derecho de
los tratados. Al parecer, no hay nada que impida a esos
Estados asumir tales obligaciones y, en cambio, la
posibilidad de que efectivamente lo hagan representa
una contribución al desarrollo progresivo del derecho
internacional que, aunque modesta, sería de verdadera
utilidad práctica. Los tratados constituyen una parte tan
importante del derecho internacional que su publicación
es imprescindible. El sistema de registro implantado
por la Sociedad de las Naciones y por las Naciones
Unidas ofrece la gran ventaja de poner al alcance de
todos el derecho de los tratados.

39. El Sr. YASSEEN dice que no es aconsejable incor-
porar al proyecto de artículos las disposiciones del regla-
mento de la Asamblea General porque ello podría hacer
difícil la modificación de esas disposiciones en adelante.
En efecto, la Asamblea General aprobó ese reglamento
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 102 de
la Carta, y puede enmendarlo según lo aconsejan las
circunstancias.
40. Por esas razones, apoya la sugestión de que se
sustituyan las disposiciones en cuestión por una simple
referencia a las disposiciones pertinentes de la Carta.

41. El Sr. LACHS dice que comparte plenamente el
deseo del Relator Especial de que se contribuya al desa-
rrollo progresivo del derecho internacional en la materia.
Todo el mundo espera que las Naciones Unidas lleguen
un día a adquirir carácter universal pero, por el
momento, es necesario tener en cuenta ciertas realidades
políticas. Algunos Estados carecen de una representa-
ción adecuada en la Organización o no han sido admi-
tidos como miembros.

42. Está de acuerdo con los que han sugerido que las
disposiciones de los artículos 22 y 23 se trasladen al
comentario y que se las sustituya en el texto de los
artículos por una referencia a las disposiciones perti-
nentes de la Carta.

43. El Sr. LIANG, Secretario de la Comisión, dice
que, como ha señalado el Relator Especial, el regla-
mento de la Asamblea General está destinado principal-
mente a la Secretaría ; la Asamblea lo aprobó enten-
diendo que eran instrucciones para la aplicación de lo
dispuesto en el Artículo 2 de la Carta. En efecto, en
ese reglamento se indica a la Secretaría la manera de
efectuar el registro. El reglamento tiene el carácter de
recomendaciones a los Estados, a pesar de haber sido
aprobado por los Estados Miembros de las Naciones
Unidas.

44. La incorporación del reglamento al texto de una
futura convención sobre el derecho de los tratados plan-
tearía algunos problemas difíciles. El primero tiene
carácter técnico ; es una tarea delicadísima la de repro-
ducir en un tratado disposiciones que ya están en vigor
en otro instrumento. Hay que determinar principalmente
si se han de reproducir en su totalidad las disposiciones
en cuestión o bien sólo sus partes esenciales. En su
segundo período de sesiones, celebrado en 1950, la
Comisión se ocupó del establecimiento de un proyecto
de código en materia de delitos contra la paz y la segu-
ridad de la humanidad y estudió si sería posible incor-
porar a él algunas partes de la Convención de 1948
sobre el Genocidio. El problema que ello planteaba
resultó prácticamente insoluble. El único procedimiento
seguro hubiera sido reproducir en su totalidad la Con-
vención sobre el Genocidio. La incorporación de algunas
de sus partes omitiendo otras, por poco importantes que
éstas fuesen, habría debilitado dicha Convención plan-
teando además graves problemas de interpretación.

45. Se plantearía además otro problema en caso de
que la Asamblea General decidieses revisar su regla-
mento, puesto que siempre puede hacerlo. Ahora bien,
si el reglamento fuese incorporado en su forma actual
a la futura convención sobre el derecho de los tratados,
sería necesario que las partes en dicha convención
emprendiesen una complicada labor de revisión cada
vez que la Asamblea General enmendase el reglamento.
46. En general, considera que no es aconsejable incor-
porar el reglamento de la Asamblea General al proyecto
de artículos.

47. El Sr. VERDROSS sugiere que se suprima la
oración final del párrafo 1 del artículo 22 que dice « si
ese registro y esa publicación no se han efectuado ya ».
Es difícil compaginar esa frase con la cláusula anterior
donde se establece que todo tratado será registrado y
publicado « a la mayor brevedad posible ».

48. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que la oración mencionada comprendaría el caso
de un Estado que ingresase como Miembro en las
Naciones Unidas pero que anteriormente hubiera regis-
trado algunos tratados en la Secretaría de las Naciones
Unidas. Algunos Estados no miembros, por ejemplo
Suiza, han venido registrando sus tratados en la Secre-
taría de las Naciones Unidas.
49. Observa que la opinión predominante en la Comi-
sión es que en el artículo 22 no se deben enunciar con
detalle las disposiciones del reglamento sino sólo hacer
referencia al Artículo 102 de la Carta de las Naciones
Unidas y al reglamento de la Asamblea General.
50. El caso de modificación del reglamento a que ha
aludido el Secretario de la Comisión podría quedar
previsto haciendo referencia a « los reglamentos vigentes
en ese momento ».
51. Por último, desea saber si la Comisión prefiere
que las disposiciones relativas al registro se apliquen
exclusivamente a los Estados Miembros de las Naciones
Unidas.

52. El Sr. de LUNA observa que el Sr. Lachs admite
que un Estado no miembro de las Naciones Unidas
puede, en virtud de las disposiciones del tratado, asumir
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la obligación de registrarlo en la Secretaría de la Orga-
nización. No debe por tanto haber obstáculo alguno
para que un Estado no miembro asuma sea obligación
en términos más generales en virtud de la futura con-
vención sobre derecho de los tratados. Los Estados que
no deseasen obligarse podrían formular una reserva al
artículo pertinente de la futura convención ; recuerda
a ese respecto la amplia posición por él adoptada en
cuanto al derecho de formular reservas.

53. Señala las atinadas observaciones del Sr. Bartos
sobre los efectos de la publicación de un tratado para
los Estados no signatarios del mismo, a saber, el estable-
cimiento erga omnes de la existencia del tratado aun
cuando sus disposiciones sustantivas sea obligatorias
únicamente para las partes en el mismo.

54. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA está de acuerdo
con que se simplifiquen, según se ha sugerido, los
artículos 22 y 23, cuyas principales cláusulas podrían
limitarse a una referencia a las disposiciones pertinentes
de la Carta de las Naciones Unidas y de los reglamentos
establecidos en cumplimiento de ella.
55. Esa simplificación no impediría que se aprobase
una disposición extendiendo el sistema de registro de
las Naciones Unidas a los Estados que, sin ser miembros
de la Organización, se aviniesen a asumir la obligación
de registrar los tratados en su Secretaría.

56. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
aprueba las sugestiones del Sr. de Luna y del Sr. Jimé-
nez de Aréchaga acerca de la extensión del sistema de
registro a los Estados no miembros de las Naciones
Unidas que estén dispuestos a asumir la obligación de
registrar sus tratados en la Secretaría de la Organización.

57. El Sr. BARTOS encarece a la Comisión la con-
veniencia de que contribuya, aunque sea modestamente,
al desarrollo del derecho internacional en la materia.
La manera de hacerlo sería recoger en el proyecto de
artículos el sistema que se sigue en la práctica : efecti-
vamente, es muy frecuente que los Estados no miembros
de las Naciones Unidas estipulen en los tratados en que
participan que éstos serán registrados en la Secretaría
de la Organización y, por su parte, el Secretario General
lo facilita cooperando con agrado a ese respecto. Puesto
que ese resultado se puede conseguir mediante una
disposición en el tratado mismo, no hay razón alguna
para que no se lo consiga también mediante una con-
vención general sobre el derecho de los tratados.

58. El PRESIDENTE dice que, si no hay nada que
objetar, entenderá que la Comisión aprueba la suges-
tión del Sr. de Luna y está de acuerdo en remitir el
artículo 22 al Comité de Redacción con las observa-
ciones formuladas en el curso del debate.

Así queda acordado.

ARTÍCULO 23 (PROCEDIMIENTO DE REGISTRO Y PUBLICA-
CIÓN)

59. El PRESIDENTE sugiere que el artículo 23, que
depende del artículo 22, sea también remitido al Comité
de Redacción con las observaciones hechas en el curso
del debate.

Así queda acordado.

ARTÍCULO 24 (LA CORRECCIÓN DE ERRORES EN EL TEXTO
DE LOS TRATADOS PARA LOS CUALES NO HAY DEPOSI-
TARIO)

60. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice, iniciando el examen del artículo 24, que, en sus
informes, los relatores especiales que le precedieron no
se habían ocupado de la cuestión de la corrección del
texto de los tratados y que tampoco hay referencia
alguna en la materia ni en el proyecto de Harvard ni en
la Diplomatic Practice de Satow. Se ha visto por tanto
algo escaso de información a este respecto y, como
explica en el comentario, ha basado su proyecto en lo
que pudo encontrar en el Digest of International Law
de Hackworth y en el Summary of the Practice of the
Secretary-General as Depositary of Multilateral Agree-
ments (ST/LEG/7). Celebraría por consiguiente que los
miembros de la Comisión que sean asesores jurídicos de
sus gobiernos le facilitasen cualquier información suple-
mentaria.

61. El Sr. BRIGGS dice, refiriéndose al párrafo 2,
que no es totalmente exacto hablar de « dos o más »
textos de un tratado. Confía en que el Comité de Redac-
ción lo tenga en cuenta.

62. El Sr. TUNKIN dice que, aunque la lista de las
formas de corrección contenidas en el párrafo 1 según
lo ha redactado el Relator Especial, parece casi exhaus-
tiva, puede citar otro ejemplo que es el del canje de
notas entre las partes para señalar el error. Quizá haya
miembros de la Comisión que recuerden otros ejemplos ;
por tanto, se debe dar más flexibilidad al texto.

63. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
está de acuerdo con el Sr. Tunkin y sugiere que se
inserten las palabras « salvo que las partes decidan otra
cosa de común acuerdo » para que no se interprete que
la enumeración es exhaustiva.

64. El Sr. LACHS dice que el Relator Especial ha
hecho un trabajo muy útil al redactar las cláusulas
sobre corrección de errores. Con referencia al párrafo 1,
dice que puede haber otros errores además de los tipo-
gráficos y de las omisiones. Ha ocurrido, por ejemplo,
que los negociadores han usado inadvertidamente pala-
bras inadecuadas ; así, cuando se redactó la Convención
de Varsovia en 1929 4, en que se confundió la palabra
« transportateur » con « expéditeur », las partes con-
vinieron en que la segunda era la correcta. Cuando esa
Convención entró en vigor, todos los Estados parte
se vieron obligados a ratificar la corrección, pero el
Senado de los Estados Unidos la ratificó como reserva.
Conviene por tanto dejar bien sentado lo que es en
realidad una corrección, como distinta de una enmienda
y de una reserva.

65. El Sr. BARTOS está de acuerdo con el Sr. Lachs
en que a veces se deslizan en los tratados no sólo
errores tipográficos u omisiones sino incluso errores de
fondo. Por ejemplo, durante las negociaciones entre
Francia y Yugoslavia que precedieron al acuerdo de
2 de agosto de 1958 sobre el pago de deudas contraídas

4 Convención para unificación de ciertas normas relativas
al transporte aéreo internacional, Varsovia, 12 de octubre de
1929, League of Nations Treaty Series, vol. 137.
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antes de la guerra5, se hizo referencia a francos nuevos
y a dólares, pero al redactar el acuerdo se indicaban
miles de dólares donde debían figurar miles de francos
nuevos. El error pasó inadvertido y ambos países
ratificaron el acuerdo. Las autoridades de Yugoslavia
notificaron a los negociadores franceses el error y se
reconoció que éste en realidad existía. Ello requirió
una nueva ratificación porque se trataba de una cues-
tión de fondo. Otro caso similar se produjo en relación
con la Convención sobre tráfico fronterizo entre Yugo-
slavia e Italia, de 3 de febrero de 1949 *, en la cual
figuraba erróneamente una lista de las poblaciones
excluidas de dicho tráfico en lugar de una lista de
aquéllas entre las cuales el tráfico estaba permitido ;
aunque se trataba de un error puramente técnico, su
importancia era superior a la de los errores tipográficos
o las omisiones. Hay los casos en que se omite una
negación, que cabe considerar como error técnico, pero
que tienen la consecuencia de alterar completamente la
obligación de que se trate.

66. Aprueba el proyecto del Relator Especial en
cuanto se refiere a los casos en que el tratado no ha
sido ratificado todavía ; sin embargo, cuando el tratado
ya ha sido ratificado, se debería utilizar para las correc-
ciones el mismo procedimiento que para la aceptación
o la ratificación. No bastan procedimientos sencillos
como la rúbrica o incluso el canje de notas teniendo
en cuenta el aumento o la disminución de las obliga-
ciones convencionales que están en juego.

67 El Sr. GROS opina que en el párrafo 1 no se
deben mencionar únicamente los errores tipográficos o
las omisiones. Hay tratados sobre fronteras en cuyo
texto había erróneas referencias a cadenas montañosas
a causa de equivocaciones en la lectura de las mapas.
Sin embargo, en esas ocasiones bastó con un simple
canje de notas relativo exclusivamente a la corrección.
68. Por lo que respecta a la cuestión suscitada por el
Sr. BartoS, personalmente cree que corresponde a los
Estados interesados decidir si el cambio de obligaciones
es tan importante que requiera un acto de rectificación
de la misma fuerza legal que el consentimiento original,
o si basta un simple canje de notas o un acta. En
cualquier caso, duda de que sea pertinente mencionar
esa cuestión en el artículo y cree que procedería hacerlo
en el comentario.

69. El Sr. YASSEEN cree que debe haber un medio
de distinguir entre ciertas clases de errores. Los errores
puramente técnicos se pueden corregir por procedi-
mientos muy sencillos. A veces en derecho interno, la
corrección de errores evidentes no necesita procedi-
miento especial. En Francia, por ejemplo, la ley sobre
el tráfico por ferrocarril, de 11 de noviembre de 1917
contenía una cláusula por la que se prohibía subir a un
vehículo o apearse de él en marcha ; pero la redacción
del texto del artículo n.° 78 era tan desacertada, que la
interpretación literal de la cláusula implicaba la imposi-
ción de una sanción a las personas que no subiesen o se
apeasen antes de que el vehículo se hubiera detenido.
A pesar de eso, los tribunales franceses no tuvieron

5 Journal officiel de la Répubique française, 23 de mayo de
1959, p. 5244.

6 United Nations Treaty Series, vol. 33, p. 142.

dificultad alguna en aplicar la interpretación que eviden-
temente era correcta 7. La corrección de los errores tipo-
gráficos o de las omisiones se debe hacer lo más sencilla
posible.
70. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA señala que,
en opinión de algunos miembros de la Comisión, se
debe ampliar el alcance del artículo de modo que com-
prenda no sólo la correction de los errores tipográficos
y de las omisiones sino también la de los errores de
fondo. Sin embargo, la Comisión debe tener cuidado
en no considerar, en el contexto del artículo que se
examina, los errores que vician el consentimiento.
Cuando los errores son tan importantes, pueden inva-
lidar el tratado o dar lugar al derecho de correción. Por
ejemplo, la descripción de los ríos en los tratados sobre
fronteras ha dado lugar en la práctica a considerables
dificultades y ha requerido incluso arbitraje. La disposi-
ción, según la ha redactado el Relator Especial, podría
por tanto dar lugar a malentendidos ; así, un Estado
parte en un tratado sobre fronteras donde se descri-
biesen de modo inexacto un río podría pretender, al
amparo del artículo del Relator Especial, no estar obli-
gado por esa cláusula del tratado. Las palabras « los
Estados signatarios se pondrán de acuerdo para corregir
el error » que figuran en el párrafo 1 crean esa dificultad
y se debe precisar que el requisito previo para la
corrección ha de ser el acuerdo sobre el hecho de que
en realidad se cometió el error.

71. El PRESIDENTE considera que no se puede
utilizar el mismo método de corrección para los errores
de pura forma que para los errores de fondo.
72. El Sr. ROSENNE cree que la cuestión suscitada
por el Sr. Jiménez de Aréchaga debe ser examinada
por el Comité de Redacción, el cual podría quizá utilizar
diferentes vocablos para designar las diferentes clases
de errores (por ejemplo « mistake » en inglés para los
que afectan al fondo).
73. En cuanto a la referencia al derecho interno que
ya ha hecho el Sr. Yasseen, dice que la diferencia
fundamental entre ese derecho y los tratados inter-
nacionales de que se ocupa la Comisión es la falta en
éstos de un sistema normal de adjudicación ; en derecho
internacional no hay ningún procedimiento equivalente
a los utilizados por los tribunales para corregir los
errores que se deslizan en la legislación nacional.
74. Comparte la opinión del Sr. Tunkin de que con-
viene hacer más flexible la disposición relativa a
correcciones.
75. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que es importante distinguir exactamente entre la
corrección de errores y la enmienda del texto. Al hablar
de errores de fondo, los miembros de la Comisión se
aproximan a lo que ya constituye la enmienda del texto,
en cuyo caso hay que tener muy en cuenta si las partes
están o no de acuerdo en que el error existe efectiva-
mente. Las dificultades surgen en caso de controversia
a se respecto. Cuando se trata de errores tipográficos
u omisiones generalmente no se plantea ninguna duda
pero la cuestión es mucho más delicada, y se aproxima
ya al caso de las enmiendas, cuando hay un uso inde-

7 Dalloz, Jurisprudence genérale, 1930, Parte I, p. 101 (Crim.
8 mars 1930).
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bido de las palabras en los textos en diferentes lenguas.
La Comisión debe proceder con mucha cautela al
ampliar el alcance del párrafo 1.
76. El Sr. PAREDES dice que el procedimiento para
la corrección de errores tipográficos u omisiones debe
ser distinto del procedimiento para la corrección de
errores de fondo que pueden ser debidos a la interpreta-
ción equivocada de ciertas expresiones o hechos. En la
forma en que está redactado, el artículo 24 parece
ajustarse al caso de los errores puramente técnicos, pero
podría referirse también de modo más completo a los
errores de fondo que alteran la relación entre las partes
y pueden amenazar la existencia misma del tratado.
77. Debe quedar absolutamente claro que los errores
técnicos a que se refiere el párrafo 1 son simplemente
errores debidos al uso equivocado de ciertos vocablos.
Ahora bien, cuando esos errores originan una falsa
interpretación de los hechos, hay que proceder a una
revisión completa del texto con el fin de establecer las
obligaciones de las partes con toda exactitud. Si las
partes están de acuerdo en que se ha deslizado un error
de fondo, pueden redactar un nuevo tratado ; pero si
surge alguna controversia a este respecto el asunto ha
de ser decidido por la Corte Internacional de Justicia.

78. El Sr. GROS considera que si la intención del
Relator Especial era prever únicamente el caso de los
errores puramente técnicos, dicha intención debe quedar
perfectamente clara en el texto. Ahora bien, además
de esos errores técnicos hay errores de fondo que las
partes reconocen y que en la práctica corrigen a menudo
por procedimientos sencillos. Duda por tanto de que
un proyecto como el que tiene ante sí la Comisión deba
tratar únicamente de los errores técnicos. Si se incluya
las palabras sugeridas por el Relator Especial, a saber,
« salvo que las partes decidan otra cosa de común
acuerdo », no sólo se daría a las partes la posibilidad
de utilizar métodos distintos de los indicados en el
párrafo 1 sino que, en caso de errores que no sean
puramente técnicos, podrían utilizar uno de esos otros
métodos. De cualquier forma, la Comisión debe dejarlo
perfectamente en claro ; se inclina por una disposición
que comprenda también la corrección de los errores de
fondo.

79. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
está de acuerdo con el Sr. Gros siempre que quede
claro que las partes están de acuerdo sobre la exis-
tencia del error.
80. El Sr. LACHS considera que el caso indicado por
el Sr. Gros está ya comprendido en el párrafo I del
texto puesto que el acuerdo de las partes sobre la exis-
tencia de un error es requisito previo para poder seguir
el procedimiento de corrección. Además, dicho acuerdo
puede referirse a la corrección de toda clase de errores,
81. El Sr. TUNKIN admite que el texto del párrafo 1
podría comprender toda clase de errores y que la
referencia al acuerdo de las partes constituye la garantía
necesaria del reconocimiento por las partes de que el
error existe efectivamente. Está por tanto de acuerdo
en que se podría ampliar al alcance del párrafo mediante
una referencia al acuerdo mutuo y a los errores que
no sean puramente técnicos.
82. Por lo que respecta a las observaciones del Sr. Bar-

tos sobre el procedimiento que se ha de seguir en el
caso de un tratado que haya sido ya rétificado, duda
de la conveniencia de obligar a los Estados a seguir
para la corrección de errores el mismo procedimiento
que se usa normalmente para concertar tratados. Se
trata sin duda de un problema cuya solución corres-
ponde al derecho constitucional del Estado interesado ;
el derecho internacional debe limitarse a establecer
como regla que los Estados mismos podrán elegir el
procedimiento para la corrección de errores en los
tratados y, si el derecho constitucional de un Estado
exigiese en tales casos la ratificación, dicho Estado
estaría en libertad de ratificar la corrección. Ahora bien,
el hacer obligatoria la ratificación esquivaldría a com-
plicar innecesariamente el procedimiento de corrección.

83. El Sr. BARTOS no cree que la solución del pro-
blema sea tan fácil. Si se reconoce que la ratificación
es la manera en que un Estado asume una obligación
cabe preguntarse qué ocurriría con esa obligación si
el texto definitivo del tratado ubiera sido ratificado y
luego se introdujese en él una modificación de fondo
para corregir un error que se hubiera deslizado en el
texto. En el caso de esas obligaciones, cuando lo que
se discute es el verdadero alcance de la obligación, el
problema no se puede considerar de simple procedi-
miento, por lo que es probable que no baste con los
métodos sencillos que se han sugerido. Una vez efec-
tuada la ratificación, todos los cambios que repercutan
en el fondo de las obligaciones se deben hacer, aun
cuando se deban a errores cometidos, por el mismo pro-
cedimiento que se siguió para asumir en principio
aquellas obligaciones.

84. El Sr. LACHS dice que conoce casos en que la
corrección de un tratado se incluyó en los instrumentos
de ratificación.

85 Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
comparte las opiniones del Sr. Tunkin y del Sr. Lachs.
Ha estudiado el asunto en el Digest of International
Law, de Hackworth con referencia sobre todo a los
Estados Unidos, donde la ratificación plantea graves
problemas, y ha llegado a la conclusión de que en ese
país las correcciones no siempre se remiten al Senado.
Parece evidente, por tanto, que son los Estados quienes
deben decidir el procedimiento que ha de seguirse y que
no se lo debe estipular en el texto del artículo mismo.
86. El PRESIDENTE sugiere que se remita el artícu-
lo 24 al Comité de Redacción para que lo modifique
de acuerdo con las observaciones formuladas en el curso
del debate.

Así queda acordado.

ARTÍCULO 25 (LA CORRECCIÓN DE ERRORES EN EL TEXTO
DE LOS TRATADOS PARA LOS CUALES HAY DEPOSITARIO)

87. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que las principales disposiciones del artículo 25
se ajustan al sistema seguido en la práctica por el
Secretario General de las Naciones Unidas.

88. El Sr. de LUNA considera que las mismas reglas
podrían aplicarse a los errores técnicos y a las faltas
de concordancia.
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89. Señala que en el párrafo 4 no se señala el procedi-
miento que ha de seguirse después de que se formulan
objeciones a la propuesta de corregir un texto, salvo
cuando el tratado haya sido redactado en una organiza-
ción internacional o en una conferencia por ella con-
vocada. Sugiere que llene esa laguna.

90. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que necesita tiempo para reflexionar sobre la pri-
mera sugestión del Sr. de Luna. Los errores debidos
a falta de concordancia son especialmente frecuentes y
cuando el caso se plantea ante los tribunales es pro-
bable que interesen a cuestiones de fondo. Si las partes
están de acuerdo en la existencia de tales errores, el
procedimiento de corrección debe ser el que se ha
establecido para los errores técnicos.
91. Acepta la segunda sugestión del Sr. de Luna.

92. El Sr. ROSENNE dice que quizá sea necesario
distinguir entre la falta de concordancia en los textos
en diversas lenguas efectivamente negociados y la falta
de concordancia en las versiones traducidas, que es más
probable que se deba a inadvertencia.

93. El Sr. BARTOS felicita al Relator Especial por
el texto que ha preparado, que responde al sistema
seguido en la práctica por las Naciones Unidas ; señala
que los textos auténticos en otras lenguas no están con-
siderados como traducciones y dice que es necesario
establecer alguna regla para la corrección, que a menudo
se precisa, de faltas de concordancia en las diversas
lenguas. Recuerda que el problema de la corrección
del texto en chino de la Convención para la Prevención
y la Sanción del Delito de Genocidio (mencionado en
el comentario) se trató más como un asunto político
que como un asunto jurídico.

94. El Sr. VERDROSS dice que el problema de los
errores técnicos, acerca de cuya existencia es de suponer
que las partes pueden llegar fácilmente a un acuerdo,
es totalmente diferente del problema que crea la falta
de concordancia en la versión en otro idioma del texto
de un tratado, que en cierto modo puede ser deliberada
y dar lugar a dificultades de interpretación. El problema
de la interpretación del texto de un tratado redactado
en diversas lenguas es un problema completamente
distinto al de la corrección de errores en el texto.

95. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que la falta de concordancia entre los textos en
diferentes lenguas constituye un grave problema que a
menudo acarrea dificultades de interpretación.

96. El PRESIDENTE sugiere que el artículo 25 se
remita al Comité de Redacción para que lo examine
teniendo en cuenta las observaciones formuladas en el
curso del debate.

ARTÍCULO 26 (EL DEPOSITARIO DE TRATADOS PLURI-
LATERALES O MULTILATERALES)

97. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que no se dispone de mucha información sobre la
materia a que se refiere el artículo 26 pero que ha
tratado de recoger lo que, en su opinión, es el sistema
generalmente seguido en la práctica. No está seguro de

que la presunción que formula en el apartado b) del
párrafo 2 esté justificada en el caso de los tratados
plurilaterales, por lo cual celebraría que se le orientase
a ese respecto.

98. El Sr. VERDROSS dice que el párrafo 1 no debe
ir redactado en los términos compulsivos en que actual-
mente figura, puesto que no existe todavía el principio
que en él se enuncia, aunque es un hecho que el deposi-
tario de tratados plurilaterales o multilaterales es
normalmente el Estado o la organización internacional
en cuyos archivos se han de depositar los textos origi-
nales. Pero según el derecho internacional, las partes
contratantes pueden elegir al depositario que deseen.

99. El Sr. ROSENNE no cree que el artículo deba
limitarse al caso de los tratados multilaterales, aunque
sea en forma restringida como lo sugiere el título ; los
tratados bilaterales se pueden depositar también en la
Secretaría General de las Naciones Unidas.

100. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que la sugestión del Sr. Rosenne es aceptable,
tanto más cuanto que se evitaría la clasificación de
tratados.

101. El Sr. LACHS está de acuerdo con el Sr. Ver-
dross. Se conseguiría un equilibrio más perfecto entre
los párrafos 1 y 2 modificando el primero de modo
que comprendiese también los casos en que se designa
un depositario.
102. Además de los tratados en forma simplificada,
como son los canjes de notas entre tres o cuatro Estados,
hay otros tratados de limitado alcance para los cuales
no se designa depositario y cuyos textos quedan en los
archivos de las partes.

103. El Sr. BARTOS dice que ni en el artículo 26
ni en el artículo 27 figura disposición alguna para el
caso de que un depositario decida después de un cierto
tiempo renunciar a sus funciones. Ello puede ocurrir
cuando, debido a un cambio de las circunstancias, un
Estado depositario no desea seguir participando en un
tratado determinado. En tal caso se debe aplicar la
regla enunciada en el párrafo 3.

104. Otro caso que hay que tener en cuenta, aunque
no está seguro de si conviene o no regularlo en el
proyecto, es cuando el depositario desaparece pero las
obligaciones convencionales siguen en vigor entre las
partes. Por ejemplo, después de disuelta la Pequeña
Entente, los signatarios no rechazaron ciertas obliga-
ciones de alcance regional y de carácter técnico, no
político, que el tratado les imponía. Del mismo modo,
queda por determinar después de la Convención de
Belgrado sobre el Danubio, quién es el depositario de
los acuerdos concertados bajo los auspicios de la antigua
Comisión Internacional del Danubio. Es muy peligroso
considerar que los tratados han perdido todo su valor
jurídico por faltar el depositario. A su juicio, los tra-
tados siguen en vigor aunque falte el depositario.

105. El Sr. LIANG, Secretario de la Comisión, dice
con referencia al apartado a) del párrafo 2 que sería
conveniente precisar que la secretaría de la organización
internacional es quien actúa de depositario. Por lo que
respecta a las Naciones Unidas, el depositario es el
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Secretario General o la Secretaría, pero no la Organiza-
ción. En el caso de otras organizaciones internacionales,
es también la secretaría de la organización la que queda
designada como depositario. Basa sus deducciones a
este respecto en el artículo 22, referente al registro de
tratados, en cuyo párrafo 1 se establece que, cuando
corresponda, los tratados se registrarán en la Secretaría
de las Naciones Unidas, y en el artículo 32 de la Con-
vención sobre la Alta Mar de 1958 donde se estipula
que los instrumentos de ratificación se depositarán en
poder del Secretario General.

106. Sir Humphrey WALD0CK, Relator Especial,
dice que aunque aprecia las razones del Secretario, cree
que no sería prudente proceder como él ha sugerido
porque es la organización internacional misma quien
tiene que determinar cuál de sus órganos será deposi-
tario. No conviene redactar la disposición de forma que
únicamente sea aplicable a las Naciones Unidas.

107. El Sr. LACHS cree que los casos de extinción o
sucesión en materia de tratados a que se ha referido el
Sr. Barios deben ser objeto de otras disposiciones. El
artículo 26 se refiere a la etapa inicial de la existencia
de un tratado.

108. El Sr. TUNKIN dice que habrá que realizar un
examen muy detenido de los artículos 26 y 27, que
están relacionados, a causa de la necesidad de prevenir
los casos de abuso peligroso de las funciones de deposi-
tario, casos que se han dado con mucha frecuencia en
años recientes. Ha habido depositarios que, por razones
de política exterior, se han negado a aceptar instru-
mentos de ratificación extendidos en debida forma ;
al hacerlo así han violado las disposiciones del tratado
que lo dejaban abierto a la participación de todos los
Estados. Se reserva el derecho de referirse con más
detenimiento a estos artículos ulteriormente.
109. Por lo que respecta al artículo 26, está de acuerdo
con el Sr. Verdross en que la fórmula de que el deposi-
tario será normalmente el Estado o la organización
internacional en cuyos archivos hayan sido depositados
los textos originales del tratado, no es satisfactoria,
porque eso querría decir que algún otro podría ser un
depositario, lo cual no es así.
110. Las cuestiones planteadas por el Sr. BartoS,
sobre las cuales no tiene por el momento comentario
alguno que formular, se refieren también a otras partes
del derecho de los tratados, como la sucesión.

111. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial,
dice que quizá se pudiera pedir al Comité de Redacción
que modificase el párrafo 1 de conformidad con las
indicaciones del Sr. Verdross. Sin embargo, no cree
haber cometido un grave error a ese respecto porque
la referencia a una disposición expresa del tratado
indica que los Estados que lo negociaron tienen entera
libertad para disponer todo lo que concierne al
depositario.
112. Para tener en cuenta la primera observación
formulada por el Sr. BartoS, se podría enmendar el
párrafo 3 haciendo referencia al caso en que el deposi-
tario cese en sus funciones ; ahora bien, se resiste a
atacar el difícil problema de la sucesión de Estados en
ese contexto.

113. Señala que no se ha formulado observación
alguna sobre si sería o no útil y justificable presumir
que, cuando el tratado no contenga disposición alguna
al efecto, el Estado donde se concierta el tratado será
el encargado de notificar la recepción de los instru-
mentos de ratificación y los demás instrumentos rela-
tivos al tratado.

114. El Sr. de LUNA dice que se podría modificar
el artículo estableciendo en primer lugar que la designa-
ción de depositario corresponderá a las partes, y com-
pletar esa disposición general con reglas supletorias
para los casos en que el tratado no contenga disposi-
ción alguna relativa al depositario.
115. Se podría dar satisfacción al Secretario y al Rela-
tor Especial incluyendo en el apartado a) del párrafo 2
las palabras « el órgano competente de » antes de « la
misma organización ».

116. El Sr. ROSENNE dice que, teniendo en cuenta
la definición de « depositario » del apartado m) del
artículo 1, quizá sería innecesario el párrafo 1 del
artículo que se examina.
117. Se podría recoger la observación del Secretario
añadiendo al final del párrafo 2 las palabras « o el
órgano de la organización internacional ».

118. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA es partidario
de que se conserve la presunción del apartado b) del
párrafo 2, que considera de utilidad.
119. Quizá debería hacerse una excepción para ciertos
acuerdos en forma de canjes de notas, que al parecer
no necesitan depositario, incluso cuando son concer-
tados entre más de dos partes.

120. El PRESIDENTE sugiere que se remita el
artículo al Comité de Redacción para que lo modifique
de conformidad con las observaciones formuladas en
el curso del debate.

Así queda acordado.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.

658.* SESIÓN

Miércoles 6 de junio de 1962, a las 10 horas.

Presidente: Sr. Radhabinod PAL

Derecho de los tratados
(A/CN.4/144 y Add.l) (continuación)

[Tema 1 del programa]

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a iniciar
el examen del artículo 27.

ARTÍCULO 27 (FUNCIONES DEL DEPOSITARIO)

2. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que en el artículo 27 ha intendado hacer una enumera-


